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El Movimiento Social por los Derechos de la Niñez, Adolescencia y Juventud en Guatemala, en representación de la Sociedad Civil del Estado de Guatemala, eleva a la alta consideración de los Distinguidos Miembros del Comité Internacional de los Derechos del Niño, el Informe Alternativo, al Primer Informe del Estado de Guatemala sobre el cumplimiento de las disposiciones emanadas del Protocolo Facultativo de la Convención de las Naciones Unidas sobre los derechos del Niño, “RELATIVO A LA PARTICIPACIÓN DE NIÑOS EN CONFLICTOS ARMADOS”.

El presente Informe Alternativo ha sido elaborado teniendo en cuenta las orientaciones aprobadas por el Comité en su 736ª sesión, correspondiente al 28º período de sesiones, celebrada el 3 de octubre del año 2001 ( Ref: CRC/OP/AC/1 – 14 de noviembre de 2001 – Español), respecto de los informes que han de presentar los Estados Partes con arreglo al párrafo 1 del Artículo 8 del Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño, RELATIVO A LA PARTICIPACIÓN DE NIÑOS EN CONFLICTOS ARMADOS.

Sin perjuicio de las consideraciones que el Movimiento Social formula acerca del contenido del Primer Informe del Estado de Guatemala sobre el cumplimiento de las disposiciones del Protocolo Facultativo de la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, “RELATIVO A LA PARTICIPACIÓN DE NIÑOS EN CONFLICTOS ARMADOS”, consideramos oportuno señalar a la atención de ese Comité, que el Primer Informe del Estado de Guatemala sobre el citado Protocolo se presenta con un notorio retraso de más de dos años a la fecha en que debía presentarse, según la fecha en que dicho Protocolo entró en vigencia para Guatemala que, de conformidad con  el propio Informe fue en el mes de Mayo del año 2002, este atraso ha provocado dificultades para su cumplimiento en virtud de que las posibilidades de su implementación se postergan tanto políticamente como materialmente.

Consideraciones al Contenido del Primer Informe del Estado de Guatemala
1. Presentación e Introducción
1.1. El Primer Informe destaca de manera expresa que si hubo reclutamiento de menores de edad, por ambos bandos, y a la fecha después de haber transcurrido diez años desde que se firmo el Acuerdo de Paz firme y duradera en 1996, el Estado de Guatemala, sin embargo no existe ningún dato desglosado de los rangos de edades de los reclutados, ni cual fue el destino de dichos menores de edad, además no ha presentado una política coherente de atención psico-social a los niños y niñas victimas de dicho reclutamiento, lo cual provoco un problema social de violencia generalizada que se destaca en la actualidad. Esa falta de atención psico-social, permitió que los niños y niñas que recibieron una agresión directa a sus derechos, reprodujeran sistemas violentos de sobrevivencia, aunado a lo anterior el Estado guatemalteco no cuenta con estadísticas reales que permitan ponderar la cantidad de niños y niñas reclutados durante el conflicto armado interno. 
1.2. Una de las tareas mas complicadas para la implementación de la rehabilitación de los niños y niñas afectados en la época del conflicto armado ha sido la búsqueda de niños perdidos y o desaparecidos, la ubicación y reubicación con su grupo familiar o étnico, ya que en su gran mayoría, pertenecían a poblados indígenas de las zonas de conflicto en donde operaron grupos guerrilleros y patrullas de autodefensa civil –PAC-
. 
1.3. Los programas de reinserción no contempla específicamente a la niñez, y es mas entre los rubros de indemnización para las victimas del conflicto armado interno, solo se constituyen para viudas, exguerrilleros y expatrulleros de autodefensa civil. Sin embargo se valora por parte de la Sociedad Civil que en 1996 se produjera la desmovilización de fuerzas militares y el comienzo del desarrollo una política de Estado prohibiendo el reclutamiento de menores de edad en las fuerzas de seguridad militar y civil del país. Se valora asimismo que después de la firma de la paz se iniciaran programas de reinserción para los ex guerrilleros, entre los cuales se calcula que había 214 menores de edad, sin embargo estos programas carecen de atención psico-social.  
1.4. La Sociedad Civil, ha contribuido profundamente al proceso de consolidación de la paz y ha estado muy atenta al desarrollo del dicho proceso, asimismo colaboró estrechamente con la Misión de Naciones Unidas para la Verificación de los Acuerdos de Paz –MINUGUA -, particularmente en las áreas más afectadas por el conflicto armado, dando seguimiento a programas implementados para las víctimas de dicho conflicto, especialmente en lo que se refiere a levantar información sobre los niños huérfanos y a las viudas en el marco de la Coordinadora Nacional de Viudas de Guatemala –CONAVIGUA -. Para estas tareas ha sido sumamente útil el trabajo que realiza un grupo de Forenses pertenecientes a una ONG en los cementerios clandestinos, quienes han sido víctimas de presiones y amenazas, inclusive después de firmada la paz en 1996.

2. Referencias sobre el Artículo Primero del Protocolo

“Los Estados Partes adoptaran todas las medidas posibles para que ningún miembro de sus fuerzas armadas menor de 18 años participe directamente en hostilidades”
2.1. La Sociedad Civil manifiesta su preocupación porque el Estado continúa su política de fortalecimiento de las fuerzas del armadas del Ejército, y el involucramiento de dichos efectivos en actividades que solamente conciernen a las fuerzas de seguridad civiles, en este sentido se ha implementado un patrullaje conjunto entre la Policía Nacional Civil y el ejercito, lo que ha permitido que grupos de soldados se incorporen al programa de vigilancia en las calles. De esta forma se pretende por parte del Gobierno de promover la seguridad ciudadano, pero los resultados han sido nulos, ya que no ha disminuido el nivel de violencia y asesinatos – muchos de ellos de menores de edad – que se producen todos los días, especialmente en la Ciudad Capital y áreas marginales. Es más, se ha podido constatar que el Gobierno ha solicitado un incremento de la partida de gastos para el Ejército en el Proyecto del Presupuesto Nacional para el período 2007, violando su compromiso de reducir cada vez más dicho presupuesto y reducir el número de tropa, oficiales y material del ejército en tiempos de paz, dichos patrullajes justifican, de alguna forma la represión en contra de grupos de adolescentes con características especiales <tatuajes, forma de vestir, lugar de residencia, forma de hablar>. 
Durante el año 2005, se contabilizaron 418, muertes violentas de niños y adolescentes, de este total el 84% se produjeron por arma de fuego; el 83% del total de estos niños y adolescentes, su edad oscila entre los 13 y 17 años de edad y el 62% pertenecen al sexo masculino, es de hacer notar que la mayoría de muertes se producen por arma de fuego, y están involucradas en las mismas  armas largas como la, AK-47 y 9mm, casualmente coinciden con el calibre utilizado en su armamento oficial por las fuerzas combinadas de la Policía Nacional Civil y Ejercito;

Lo anterior demuestra según la siguiente tabla:

 ESTADISTICAS DE MUERTES VIOLENTAS DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES AÑOS 2005-2006  

AÑO 2005
CIUDAD CAPITAL:

182 Muertes Violentas, de los  cuales podemos determinar los siguientes parámetros:

· El 83 % de las muertes se produjo por arma de fuego (151)

· El 70 % se produjo en el horario de tarde y noche (entre las 6 y 12 de la noche)

· El 90 % no se establece un móvil del crimen

· El 83 % la edad oscila entre 13 y 17 años de edad

· El 12 % la edad oscila entre los 0 y 3 años de edad

· El 62 % pertenece al sexo masculino

· El 58 % de las muertes se produjeron en el Departamento de Guatemala (Ciudad Capital y resto de municipios)

(Zonas más violentas 1, 7, 12 y 18, Mixco y Villa Nueva)

AÑO 2005
INTERIOR DEL PAIS:

236 Muertes Violentas, de los  cuales podemos determinar los siguientes parámetros:

· El 73 % de las muertes se produjo por arma de fuego (172)

· El 65 % se produjo en el horario de mañana y tarde (entre las 6 de la mañana y 7 de la noche)

· El 93 % no se establece un móvil del crimen

· El 82 % la edad oscila entre 13 y 17 años de edad

· El 79 % pertenece al sexo masculino

· El 46 % de las muertes se produjeron en los Departamentos siguientes, en su orden: Escuintla, Peten, Quetzaltenango y Jutiapa

ESTADISTICAS DE MUERTES VIOLENTAS DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES AÑOS 2006  

AÑO 2006
CIUDAD CAPITAL:

59 Muertes Violentas, durante el primer trimestre del año, de los  cuales podemos determinar los siguientes parámetros:

· 84 % se produjeron por arma de fuego

· 62 % se produjeron en el horario de tarde y noche ( entre las 6 y 12 de la noche)

· El 29 % no se establece un móvil del crimen

· El 85 % la edad oscila entre 13 y 17 años de edad

· El 04 % la edad oscila entre los 0 y 3 años de edad

· El 88 % pertenece al sexo masculino

· El 46 % de las muertes se produjeron en el Departamento de Guatemala.  (Ciudad Capital y municipios)

(Zonas más violentas 1, 7, 12 y 18, Mixco y Villa Nueva)

AÑO 2006
INTERIOR DEL PAIS:

57 Muertes Violentas, durante el primer trimestre del año, de los  cuales podemos determinar los siguientes parámetros:

· 70 % se produjeron por arma de fuego

· 63 % se produjeron en el horario de tarde y noche ( entre las 6 y 12 de la noche)

· El 54 % no se establece un móvil del crimen

· El 91 % la edad oscila entre 13 y 17 años de edad

· El 88 % pertenece al sexo masculino

· El 58 % de las muertes se produjeron en los departamentos siguientes, en su orden: Escuintla, Quetzaltenango, Quiche, Chiquimula y Suchitepequez.

Esta situación se agudiza por la omisión por parte del ente encargado de la persecución penal, o sea Ministerio Público, el cual atribuye dichas muertes violentas a rivalidades entre pandillas, lo cual ya ha sido denunciado por el Procurador de los Derechos Humanos, como una “LIMPIEZA SOCIAL”.

Como lo informa Casa Alianza
, recientemente el Comité contra la Tortura de Naciones Unidas, examino el 4º. Informe Periódico de Guatemala, en sesiones celebradas el 4 y 5 de mayo del presente año, y en sesión celebrada el 17 de mayo de este mismo año, recomendó de manera expresa al Estado de Guatemala: “Derogar toda disposición legal que autoriza al ejercito de Guatemala a intervenir en actividades policiales de prevención de la criminalidad común”

Asimismo dicho Comité, solicito al Estado de Guatemala, suministre información sobre las medidas adoptadas para aplicar las recomendaciones relacionadas a las denuncias relativas a la “limpieza social” y el asesinato sistemático de adolescentes.

2.2. La Sociedad Civil valora las disposiciones de una nueva legislación contenida en la Ley del Servicio Cívico aprobada en el año 2003 y lo relativo a la Ley Constitutiva del Ejército en lo que concierne a la constancia de inscripción militar que deberán realizar los guatemaltecos al cumplir los 18 años de edad, sin embargo puntualiza que las instancias gubernamentales no han realizado campañas efectivas de divulgación de dicha normas, lo cual produce  un efecto contrario, ya que culturalmente las madres guatemaltecas continuan con la practica de “entrega” de sus hijos varones al cumplir los 16 años de edad, para que el ejercito “los vuelva hombres” sobre todo en regiones orientales del pais. Asimismo a pesar de que existe la prohibición de dicho reclutamiento, el Estado es omiso en rechazar dicha practica; la fragilidad del registro de nacimientos en todo el pais provoca que se extiendan cedulas de identidad a niños menores de 18 años, con lo cual se avala el reclutamiento voluntario de dichos menores. 
2.3. A pesar de que el Acuerdo Global sobre Derechos Humanos, que forma parte de los Acuerdos de Paz, hace énfasis en lo que establece el Acuerdo sobre el Fortalecimiento del Poder Civil y la Función del Ejército en una Sociedad Democrática, que orienta el nuevo papel del ejército y las instancias administrativas encargadas de vigilar el cumplimiento de tales medidas legislativas, incluyendo lo relativo a las propuestas para una reforma a la Ley Constitutiva del Ejército, en la realidad la implementación de dicho acuerdo global no ha sido posible, todavía existe resistencia de parte de la superioridad del Ejercito a desarrollar acciones en el marco de los derechos humanos, como se señala en el apartado anterior. 
2.4. La Sociedad Civil comparte su satisfacción por la disolución del Estado Mayor de la Presidencia de la República, el cual fue considerado como uno de los cuerpos elite del ejercito y que funciono como un poder para-estatal de represión y control ciudadano, sus integrantes fueron acusados recientemente de cometer innumerables hechos delictivos y violaciones a los derechos humanos, con total impunidad, sin embargo, hasta la fecha no se ha iniciado ningún proceso de persecución penal por tales actos a ninguno de sus ex miembros, salvo casos aislados muy concretos que se iniciaron antes de su disolución, como es el Caso del Asesinato de la Antropóloga Mirna  Mack y otros dos o tres casos de militares que formaron parte de ese Cuerpo y que están acusados de otros delitos como narcotráfico cometidos durante el régimen anterior. 
3. Referencias sobre el Artículo 2 del Protocolo

3.1. La Sociedad Civil considera que existe un avance relativo cuando se hace referencia a la Ley de Servicio Cívico que contempla lo relativo al servicio militar o servicio social optativo cuando las personas han alcanzado su mayoría de edad. En este sentido, según la legislación guatemalteca, quedan excluidos absolutamente de prestar dichos servicios los menores de 18 años y consecuentemente los niños. Sin embargo la desmilitarización efectiva de las fuerzas armadas dentro de la sociedad guatemalteca esta muy lejos de realizarse, situación que se confirma recientemente con la manifestación que hicieran grupos de patrulleros de autodefensa civil y militares retirados que conformaron una asociación de defensa del ejercito.  En su momento la Sociedad Civil expondrá su criterio sobre la conveniencia o no de que desaparezca por completo la institución armada. 
.
4. Referencias sobre el Artículo 3 del Protocolo

4.1. La Sociedad Civil considera que el Estado de Guatemala ha cumplido parcialmente con las disposiciones y declaraciones contenidas en la Declaración Vinculante formulada por Guatemala el 30 de abril de 2002, simultáneamente a la firma del instrumento de ratificación  del Protocolo Facultativo en esa misma fecha  y dice: “ Guatemala no permitirá el reclutamiento obligatorio en las fuerzas armadas de menores de 18 años; y, a tenor del artículo 3 párrafo 4 del Protocolo Facultativo de la Convención sobre los derechos del Niño relativo a la participación de Niños en los conflictos armados, la descripción de las Salvaguardias a adoptarse para asegurar que no se realizarán reclutamientos por la fuerza o por coacción, se presentará en un momento posterior ”. sin embargo la descripción de dichas salvaguardias no se ha presentado de manera tal que existe un vació en su declaración convencional que determine efectivamente si a la fecha no hay reclutamientos ni voluntarios ni forzosos de menores de edad en Guatemala.

5. Referencias sobre el Artículo 4 del Protocolo

5.1. La Sociedad Civil manifiesta su grave preocupación la existencia de grupos armados del crimen organizado que operan en Guatemala impunemente con nexos en las estructuras del Estado, particularmente la existencia de pandillas criminales, que sí reclutan a menores de 18 años para cometer crímenes contra la población civil, sin que hasta el momento las autoridades hayan logrado detener o disminuir las acciones de tales grupos. No existen datos reales de inteligencia civil para determinar que porcentaje de niños reclutados por estos grupos criminales que los discrimina, victimiza, ejecuta y tortura, en la mayoría de los casos los integrantes de dichas pandillas son acusados de diversos delitos, sin embargo no existe una investigación seria y efectiva para sancionarlos punitivamente, hay muchos integrantes de esas pandillas denominadas “Maras” ( “Mara-18”, “ Mara Salvatrucha”) detenidos en las cárceles del país, y se estima que el número de sus integrantes que operan con total impunidad sobrepasa los cien mil individuos, muchos de los cuales son menores de 18 años reclutados obligatoriamente a través de amenazas. Lo que también preocupa a la Sociedad Civil es que últimamente, tales pandillas han reclutado a niñas para utilizarlas como convivientes y así pasar desapercibidos ante los agentes de la autoridad, esto ha generado el asesinato indiscriminado en contra de mujeres adolescentes, ya que por su condición vulnerable son las primeras en caen abatidas por la violencia de su entorno. 

5.2. En lo que concierne a grupos armados del crimen organizado que se dedica al tráfico de drogas y a otros ilícitos, no se cuenta con información veraz por parte del Estado, sobre si dichas organizaciones reclutan a menores de edad para cometer sus delitos. Sin embargo la percepción general de la población es que utilizan a personas menores de edad para el trasiego, distribución y menudeo de drogas, ya que por su condición no es posible la imposición de sanciones punitivas severas como a los adultos, en este contexto el 15 de agosto del año 2005, se produjo un enfrentamiento entre los integrantes de la Mara 18 y la Mara Salvatrucha que se encuentran guardando prisión en las distintas cárceles del país, con un saldo trágico de muertes y heridos, teniendo como fondo de la disputa el rompimiento del SUR, poro en el sustrato de esta disputa sangrienta, estuvo el ofrecimiento de los carteles que distribuyen drogas, de asignar territorios para la distribución de drogas a integrantes de las dos pandillas. 

5.3. La Sociedad Civil valora las negociaciones que el Gobierno está llevando a cabo con Naciones Unidas para la creación de la Comisión para la Investigación de Cuerpos Ilegales y Aparatos Clandestinos de Seguridad – CICIACS – como una instancia del más alto nivel para perseguir el Crimen Organizado, sin embargo dichas negociaciones no han superado la voluntad política para su creación y se sigue propagando el discurso de los esfuerzos que se vienen realizando, desde el Gobierno anterior. En el año 2003 se anunció la creación de esta instancia y se designó a un Fiscal Especial con amplia solvencia moral y altos conocimientos sobre Derecho Internacional de los Derechos Humanos, derecho Internacional Humanitario y Derecho Internacional Público, así como con una formación jurídica y experiencia en ámbitos como el Derecho Penal Internacional y los Organismos Internacionales, pero nunca llegó a concretarse su nombramiento ni la estructuración de la CICIACS como dicho jurista la concebía, bajo el amparo de Naciones Unidas y de países cooperantes, según lo que dicho jurista había conversado con el Enviado Especial del Secretario General Sergio Vieira de Mello , con una dimensión supranacional. El actual gobierno modificó sustancialmente el diseño de la CICIACS y propuso que fuera un ente completamente sometido al Ministerio Público y solamente con funciones de denuncia, lo cual no ha permitido que se enfrente abiertamente a las organizaciones criminales locales e internacionales que operan en Guatemala.

6. Referencias al Artículo 5 del Protocolo

6.1. La Sociedad Civil mantiene una vigilancia permanente sobre la aplicación efectiva de los preceptos de protección a los derechos del niño, sin embargo ve con preocupación el socavamiento de la voluntad del Estado, provocada por grupos que representan intereses particulares, específicamente en la interposición de recursos legales que proscriben el valor normativo de los tratados internacionales en materia de derechos humanos, de esta forma la anterior Corte de Constitucionalidad otorgo la nulidad del Decreto Ley que incorporaba al ordenamiento jurídico interno de la Convención de la Haya relativa a la Protección y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional, lo que provoco el no cumplimiento de las obligaciones convencionales que el Estado asumió al adherirse a dicha convención. En su resolución la anterior Corte de Constitucionalidad limita la facultad del Organismo Ejecutivo en cuanto a la potestad de dirigir de las relaciones internacionales. Los argumentos esgrimidos por estos grupos se fundamentan en que en la Constitución Política de la República no se especifica textualmente la facultad que tiene el presidente de la república de ADHERIRSE a los tratados que considere de beneficio para el Estado, sin embargo la practica internacional en esta potestad contabiliza 69 instrumentos internacionales desde el año 1951, en que Guatemala accedió a dichos tratados y convenciones por la figura de la ADHESION.   
6.2. Para la Sociedad Civil resulta imperativo que no quede ninguna duda respecto de la primacía del derecho convencional internacional de los Derechos Humanos sobre el ordenamiento interno de Guatemala, incluyendo la propia Constitución, en virtud de que, en lo referente al Organismo Judicial, la propia Constitución de Guatemala estableció  en el Artículo 204 lo siguiente: “…Los tribunales de justicia en toda resolución o sentencia observarán obligadamente el principio de que la Constitución prevalece sobre cualquier ley o tratado”. Sin embargo, ésta es una norma de carácter general que indica a los jueces el orden jerárquico normativo en el sistema jurídico guatemalteco, pero el Artículo 46 es un precepto constitucional que contiene una excepción a esa regla general y así debe ser interpretado y aplicado. 

7. Referencias al Artículo 6 del Protocolo
7.1. La Sociedad Civil manifiesta en este rubro, la falta de voluntad política del Estado y la omisión en cuanto a la adopción de medidas jurídicas, administrativas y de otra índole para garantizar la aplicación efectiva del presente Protocolo, en lo que va de este periodo legislativo, no existe la aprobación reciente de normas que readecuen el ordenamiento jurídico de protección a la niñez, principalmente en concordancia con la Convención de los Derechos del Niño y sus protocolos facultativos. La polarización de las fuerzas políticas en el Congreso ha dificultado y relegado a un segundo plano la agenda legislativa a favor de la niñez.
7.2. Asimismo la Sociedad Civil valora la aprobación de la Política Pública de Protección Integral de la Niñez y la Adolescencia, según Acuerdo Gubernativo 333.2004, sin embargo los recursos humanos, materiales y financieros, para su desarrollo conforme al plan adjunto a la misma, no han sido asignados a ninguna entidad gubernamental y se estima que el próximo año la inversión estatal en temas de niñez no supere el 5% del total del presupuesto de gastos de la nación, ya que en el rubro económico subsiste la idea de que los recursos financieros para la niñez constituyen un gasto del Estado y no una inversión en capital humano.   
7.3. Para la Sociedad Civil resulta sumamente importante remarcar la preeminencia del derecho internacional de los derechos humanos sobre el derecho interno, incluida la propia Constitución de la República de Guatemala, lo cual está garantizado por el Artículo 46 Constitucional y por los Artículos 3 y 114 de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad. Por otra parte, la plena eficacia del derecho internacional en cuanto a conjunto de principios, reglas y prácticas internacionales, está recogida por el Artículo 149 de la Constitución y en dicha norma y en los Artículos 140, 141 y 142 se sustenta la capacidad del Estado de Guatemala para actuar como sujeto de pleno derecho en el marco del orden jurídico internacional.
8. Referencias al articulo 7 del Protocolo
8.1. Para la sociedad civil, la asistencia de UNICEF, la OACDH y otras instituciones bilaterales y multilaterales resulta de la mayor trascendencia para lograr el cumplimiento de los objetivos del Protocolo Facultativo. Estimamos que será necesario el acompañamiento continuo de los órganos del Sistema de la ONU como mecanismo que contribuya a contrarrestar el problema del reclutamiento de menores en las pandillas que operan en Guatemala como grupos armados no insurgentes.

8.2. Aún cuando en Guatemala se realiza una aplicación directa de Tratados y Convenciones Internacionales en Materia de Derechos Humanos como lo demuestra la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y de la Corte de Constitucionalidad, resulta indispensable para la sociedad civil que, en aras del interés superior del niño, las Naciones Unidas a través del Comité Internacional de los Derechos del Niño, apoyen acciones y programas de asistencia técnica que contribuyan a fortalecer en los operadores de justicia, especialmente jueces y magistrados, el conocimiento sobre el derecho internacional, el derecho internacional de los tratados, el derecho internacional humanitario y, particularmente el derecho internacional de los derechos humanos que está contenido en instrumentos internacionales de los cuales el Estado de Guatemala es Parte.
8.3. En la actualidad no existen programas estatales de atención y recuperación física y psicológica para las victimas de reclutamiento forzoso, ya que el Gobierno carece de un dato real de dicha niñez victimizada. La Sociedad Civil, es la única que aporta esfuerzos en dicho tema proporcionando atención psicosocial a niños que crecieron en zonas del conflicto armado. La búsqueda de los niños reclutados forzosamente, no se considera como tema prioritario y a diez años de la firma de la paz, aun no se pondera efectivamente por parte del Estado las secuelas que dicha actividad produjo en esos niños.
8.4. En concordancia con lo anterior consideramos que debe existir una capacitación continua y permanente del Estado hacia los operadores de justicia que aplican el presente protocolo, y que dicha capacitación sea en el desempeño de casos concretos, ya que la inestabilidad en los puestos de trabajo ha provocado que el esfuerzo la especialización del personal operativo se pierda provocando un circulo vicioso. Asimismo se debiera implementar las evaluaciones de desempeño de trabajo efectivo con el fin de eliminar malas prácticas en la aplicación de los preceptos del presente protocolo ya que en la mayoría de los casos los niños sufren manipulación y prejuicio por parte de los operadores de justicia provocándoles su revictimización.
Por lo anterior el Movimiento Social por los Derechos de la Niñez, Adolescencia y Juventud en Guatemala, a los distinguidos miembros del Comité, se permite someter a su consideración las siguientes sugerencias para recomendaciones al Estado guatemalteco en el marco de la aplicación del presente protocolo:
I. La sociedad civil comparte las preocupaciones externadas en el presente informe, por las razones apuntadas a lo largo del mismo y manifiesta ante el Comité de los Derechos del Niño, la solicitud de una permanente acción de vigilancia  y asistencia a Guatemala, para consolidar su proceso democrático y para velar porque no haya un retroceso histórico a las condiciones que imperaban durante el conflicto armado interno;

II. El impulso de programas de asistencia técnica y financiera a la Sociedad Civil con el fin de fortalecer el trabajo que realiza en defensa de los derechos de la niñez y adolescencia;

III. Manifestar de manera enérgica el compromiso que asumió Guatemala como parte de la Convención de los Derechos del Niño y de sus protocolos facultativos, de la presentación en tiempo de los informes convencionales a que se refiere el artículo 8.2 del presente protocolo.
IV. Previo al examen de los informes de país, que el Comité solicite la Estado de Guatemala proporcione la información pertinente en cuanto al desglose de las variables relativas a la niñez atendida post-conflicto armado y las consideraciones en cuanto a su reinserción efectiva en la sociedad.
� Los PAC o Patrullas de Autodefensa Civil, fueron grupos para-militares organizados por el ejército, a quienes se les proporciono armas y municiones para luchar en contra de la guerrilla y se constituyo en el principal método de control ciudadano en virtud de que el reclutamiento militar fue forzoso.


� REFERENCIA: Los datos analizados han sido proporcionados por la División de Investigación Criminal, Sección de Análisis, Policía Nacional Civil, Guatemala; y la procuraduría de los Derechos Humanos, Sección de Niñez y Adolescencia.


� FUENTE: Los datos analizados han sido proporcionados por la División de Investigación Criminal, Sección de Análisis, Policía Nacional Civil, Guatemala; y la procuraduría de los Derechos Humanos, Sección de Niñez y Adolescencia.


� “Soldados guatemaltecos hostigan a niños de la calle, Boletín electrónico, Casa Alianza, viernes 02 de junio de 2006”





